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Providencia:                             Sentencia de 22 de junio de 2016
Radicación Nro.

66001-31-05-001-2013-00390-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


María Leonor Vargas Trujillo
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema:
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA CONDICION MAS BENEFICIOSA EN TRANSITO LEGISLATIVO ENTRE LA LEY 100 DE 1993 EN SU ESTADO ORIGINAL Y EL ACUERDO 049 DE 1990. A quien corresponde la ponencia en este asunto, de tiempo atrás ha sostenido que la normatividad aplicable para regular las pensiones de invalidez y sobrevivientes es aquella que se encontraba vigente al momento en el que se produjo la pérdida de la capacidad laboral o el deceso del afiliado, sin que hubiere lugar a estudiar los requisitos establecidos en otros cuerpos normativos en aplicación del principio de la condición más beneficiosa; sin embargo, la Sala de Casación Laboral reiteradamente ha considerado que hay lugar a la aplicación del mismo con ocasión del principio de progresividad y en razón a que no existe un régimen de transición en materia de pensiones de sobrevivientes e invalidez, pero que en todo caso esa aplicación debe hacerse respecto de las normas previstas en el régimen inmediatamente anterior al que gobernaba la situación originalmente, bajo el entendido que no es posible habilitar a quien no cumple con los requisitos de la normatividad que le era aplicable, para pasar a hacer una búsqueda histórica de la legislación que se ajusta a su situación.

En este sentido en sentencias 29.042 de 26 de septiembre de 2006, SL-7205 con radicación Nº 47.708 de 2015 y SL-6371 con radicación Nº 50.251 de 2015, en la última de las cuales recordando la línea trazada en la SL-789 de 2013 se dijo: “Ahora bien, en tratándose de la pensión de sobrevivientes por la muerte de un afiliado al régimen de prima media, cuando ella acontezca en vigencia de la L.100/1993, la aplicación del principio de la condición más beneficiosa busca resguardar las prerrogativas de los derechohabientes, otorgándoles la prestación por muerte, aunque el causante no hubiera cotizado 26 semanas al momento del deceso (afiliado cotizante) o en el año inmediatamente anterior (afiliado no cotizante), exigidas por el artículo 46 de dicha ley -en su versión original-. Pero para hacer efectivo tal principio, el causante deberá haber reunido –al momento de entrar en vigencia la L.100/1993-, las condiciones (semanas cotizadas) exigidas por los artículos 6° y 25° del A.049/1990, aprobado por el D.758 del mismo año, o sea, las requeridas por el régimen inmediatamente anterior a la citada ley. En concreto, la Sala ha establecido que, para considerar viable la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en el evento de una pensión de sobrevivientes, el causante debió haber reunido una de las siguientes condiciones: 1) Al momento de entrar en vigencia la L.100/1993, haber cotizado al menos 300 semanas en cualquier tiempo; o 2) Haber cotizado al menos 150 semanas dentro de los seis años anteriores a la entrada en vigencia de la citada ley (es decir, entre el 1º de abril de 1988 y la misma fecha de 1994) y otro tanto dentro de los seis años posteriores a tal vigencia (o sea, entre el 1º de abril de 1994 y el 1º de abril de 2000).”.

De allí que siendo permanente y sin discusión la postura del máximo órgano de la jurisdicción laboral ordinaria y teniendo en cuenta incluso que Colpensiones la ha acogido, tal como da cuenta la circular 1 de 2012, a partir de la fecha el ponente de esta providencia asume la posición en respeto de la doctrina probable que ella implica.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintidós de junio de dos mil dieciséis, siendo las tres y quince de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 27 de noviembre de 2013, dentro del proceso promovido por la señora MARIA LEONOR VARGAS TRUJILLO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2013-00390-01. 
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Leonor Vargas Trujillo que la justicia laboral declare que es beneficiaria de la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su cónyuge Héctor Ortiz Salazar y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 3 de enero de 1996, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que contrajo matrimonio con el señor Héctor Ortiz Salazar el 4 de abril de 1973, momento a partir del cual empezó su convivencia de manera ininterrumpida hasta el 3 de enero de 1996, fecha en la que él falleció; sostiene que como consecuencia de ese hecho, elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes el 16 de febrero de 1996, la cual fue resuelta de manera negativa mediante la resolución Nº 004826 de 1996, a pesar de que en ese acto administrativo se le reconoció la calidad de beneficiaria de su cónyuge fallecido al reconocérsele la indemnización sustitutiva de sobrevivientes por valor de $767.070; finalmente afirma que antes del 1º de abril de 1993 el causante tenía cotizadas más de 300 semanas a los riesgos IVM.
Al contestar la demanda –fls.33 a 36- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todos los hechos, menos los concernientes con al tiempo de convivencia entre la demandante y el causante, la densidad de semanas cotizadas por el señor Ortiz Salazar y la calidad de beneficiaria de la actora, frente a los que manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Estricto cumplimiento a los mandatos legales”, “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Genéricas”.

En sentencia de 27 de noviembre de 2013, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el señor Héctor Ortiz Salazar dejó causada la pensión de sobrevivientes, pues si bien no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 original, norma aplicable para el 3 de enero de 1996 cuando falleció el causante, lo cierto es que le es aplicable el Acuerdo 049 de 1990 en atención al principio de la condición más beneficiosa, por lo que al haber cotizado un total de 468.57 semanas antes del 1º de abril de 1994 dejó causada la prestación económica a favor de sus beneficiarios.

Posteriormente señaló que la señora María Leonor Vargas Trujillo tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes, en consideración a que en la resolución Nº 004826 de 1996 se le reconoció la calidad de beneficiaria del causante; motivo por el que, luego de tener por demostrada parcialmente la excepción de prescripción sobre todas aquellas mesadas causadas con anterioridad 17 de junio de 2010, condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir de esa calenda en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal vigente y por 14 mesadas anuales, por lo que reconoció un retroactivo pensional del orden de $24.638.430, previo descuento de la suma de $767.070 por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión que le fue cancelada a la actora. 
Finalmente absolvió a Colpensiones de las demás pretensiones de la demanda.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Dejó causada con su deceso la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios el señor Héctor Ortiz Salazar?

De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho la señora María Leonor Vargas Trujillo a la pensión de sobrevivientes?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA CONDICION MAS BENEFICIOSA EN TRANSITO LEGISLATIVO ENTRE LA LEY 100 DE 1993 EN SU ESTADO ORIGINAL Y EL ACUERDO 049 DE 1990.
A quien corresponde la ponencia en este asunto, de tiempo atrás ha sostenido que la normatividad aplicable para regular las pensiones de invalidez y sobrevivientes es aquella que se encontraba vigente al momento en el que se produjo la pérdida de la capacidad laboral o el deceso del afiliado, sin que hubiere lugar a estudiar los requisitos establecidos en otros cuerpos normativos en aplicación del principio de la condición más beneficiosa; sin embargo, la Sala de Casación Laboral reiteradamente a considerado que hay lugar a la aplicación del mismo con ocasión del principio de progresividad y en razón a que no existe un régimen de transición en materia de pensiones de sobrevivientes e invalidez, pero que en todo caso esa aplicación debe hacerse respecto de las normas previstas en el régimen inmediatamente anterior al que gobernaba la situación originalmente, bajo el entendido que no es posible habilitar a quien no cumple con los requisitos de la normatividad que le era aplicable, para pasar a hacer una búsqueda histórica de la legislación que se ajusta a su situación.

En este sentido en sentencias 29.042 de 26 de septiembre de 2006, SL-7205 con radicación Nº 47.708 de 2015 y SL-6371 con radicación Nº 50.251 de 2015, en la última de las cuales recordando la línea trazada en la SL-789 de 2013 se dijo: “Ahora bien, en tratándose de la pensión de sobrevivientes por la muerte de un afiliado al régimen de prima media, cuando ella acontezca en vigencia de la L.100/1993, la aplicación del principio de la condición más beneficiosa busca resguardar las prerrogativas de los derechohabientes, otorgándoles la prestación por muerte, aunque el causante no hubiera cotizado 26 semanas al momento del deceso (afiliado cotizante) o en el año inmediatamente anterior (afiliado no cotizante), exigidas por el artículo 46 de dicha ley -en su versión original-. Pero para hacer efectivo tal principio, el causante deberá haber reunido –al momento de entrar en vigencia la L.100/1993-, las condiciones (semanas cotizadas) exigidas por los artículos 6° y 25° del A.049/1990, aprobado por el D.758 del mismo año, o sea, las requeridas por el régimen inmediatamente anterior a la citada ley. En concreto, la Sala ha establecido que, para considerar viable la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en el evento de una pensión de sobrevivientes, el causante debió haber reunido una de las siguientes condiciones: 1) Al momento de entrar en vigencia la L.100/1993, haber cotizado al menos 300 semanas en cualquier tiempo; o 2) Haber cotizado al menos 150 semanas dentro de los seis años anteriores a la entrada en vigencia de la citada ley (es decir, entre el 1º de abril de 1988 y la misma fecha de 1994) y otro tanto dentro de los seis años posteriores a tal vigencia (o sea, entre el 1º de abril de 1994 y el 1º de abril de 2000).”.
De allí que siendo permanente y sin discusión la postura del máximo órgano de la jurisdicción laboral ordinaria y teniendo en cuenta incluso que Colpensiones la ha acogido, tal como da cuenta la circular 1 de 2012, a partir de la fecha el ponente de esta providencia asume la posición en respeto de la doctrina probable que ella implica.
EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que el señor Héctor Ortiz Salazar falleció el 3 de enero de 1996, pues de ello da fe el Registro Civil de Defunción expedido por la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira –fl.11-
Lo que corresponde determinar es si el señor Ortiz Salazar dejó causada la pensión de sobrevivientes con su fallecimiento ocurrido el 3 de enero de 1996 y con base en ello establecer si la accionante tiene derecho o no a la prestación económica que solicita.

De acuerdo con la fecha de fallecimiento del causante –3 de enero de 1996- la normatividad que se encontraba vigente para dicha calenda era el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 en su versión original.

En ese sentido, al revisar la historia laboral aportada por Colpensiones –fls.47 a 49- se observa que para el momento de su deceso, el señor Héctor Ortiz Salazar no se encontraba cotizando al Sistema General de Pensiones, por lo que le correspondía acreditar dentro del año anterior a su fallecimiento, que había cotizado por lo menos 26 semanas, como lo establece el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 original, sin embargo, en ese periodo no tiene cotizaciones al Sistema General de Pensiones; motivo por el cual no dejó causada la prestación económica a favor de sus beneficiarios.

Ahora bien, al aplicar el principio de la condición más beneficiosa en los términos expuestos en las consideraciones, la correspondía al causante, según lo previsto en el Acuerdo 049 de 1990, haber cotizado 300 semanas en cualquier tiempo antes del 1º de abril de 1994 para dejar causada la prestación económica a favor de sus beneficiarios y según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.47 a 49- se evidencia que antes de esa calenda él cotizó un total de 468.57 semanas a los riesgos IVM, dejando causada de esta manera la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios.

En cuanto a la condición de beneficiaria de la señora María Leonor Vargas Trujillo, se observa que el ISS por medio de la resolución Nº 004826 de 1996 –fl.12- tuvo por demostrada dicha calidad de la accionante como cónyuge supérstite del señor Héctor Ortiz Salazar y en consecuencia le concedió la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes prevista en el artículo 49 de la Ley 100 de 1993.
Acreditada entonces, como se encuentra la condición de beneficiaria de la accionante, resulta necesario precisar que el hecho de que haya recibido la indemnización de que trata el artículo 49 de la Ley 100 de 1993, no se constituye en un obstáculo para que se le reconozca la prestación económica a partir del 3 de enero de 1996, pues así lo tiene dicho la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 27 de agosto de 2008 radicación Nº 33.885, 25 de marzo de 2009 radicación Nº 34.014 y más recientemente en la SL-372 de 22 de mayo de 2013 radicación Nº 46.315 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno. 

El monto de la pensión es equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente, en consideración a que fue con esa base salarial con la que el señor Héctor Ortiz Salazar cotizó en toda su vida laboral. El número de mesadas a reconocer es de 14.

En cuanto a la excepción de prescripción propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones, se tiene que la accionante presentó la reclamación administrativa el 16 de febrero de 1996, la cual fue resuelta por medio de la resolución Nº 004826 de 1996, por lo que contaba la señora Vargas Trujillo con el término de tres años para iniciar la presente acción, no obstante, como ésta demanda se presentó el 18 de junio de 2013, todas aquellas obligaciones causadas hasta el 17 de junio del 2010 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción; como acertadamente lo determinó la a quo.
En este punto de la providencia se debe advertir que la Administradora Colombiana de Pensiones dando cumplimiento a la sentencia proferida en primera instancia, sin que se hubiera surtido el grado jurisdiccional de consulta, procedió a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes mediante la resolución Nº GNR 93041 de 26 de marzo de 2015 –fls.65 a 67-.

Conforme con lo expuesto y en virtud precisamente del grado jurisdiccional de consulta, se verificará si la suma liquidada por la a quo se ajusta a derecho y en consecuencia si Colpensiones canceló el valor que correspondía por concepto de retroactivo pensional; tal y como se evidencia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.
Según la tabla anterior, tenía derecho la accionante a que se le reconociera por concepto de retroactivo pensional causado entre el 17 de junio de 2010 y el 27 de noviembre de 2013 la suma de $26.498.583 y no la suma de $25.405.500 que fue fijada en primera instancia, sin embargo, como esa condena no fue objeto de apelación por parte de la demandante, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

Ahora bien, como a la accionante se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión en cuantía equivalente a $767.070, como se ve en la resolución Nº 004826 de 1996 –fl.12-, había lugar a que se descontara del retroactivo pensional esa suma de dinero, como correctamente lo determinó la funcionaria de primer grado y que fue debidamente descontado por Colpensiones mediante la resolución GNR 93041 de 2015. 
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia que por consulta se ha conocido.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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